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EL ESTADO DE DERECHO EN JUEGO 

 

Los sucesos en Bagua de junio de 2009 tuvieron como saldo trágico la 

muerte de 25 policías, 5 nativos y 4 civiles, 87 heridos así como 74 

detenidos y un incierto número de desaparecidos; dejándose en evidencia 

las falencias de un Estado  que pretendió establecer un orden legal de 

espaldas a la participación de las poblaciones involucradas. 

 

A más de un año de los referidos acontecimientos, muchos de las causas 

que lo originaron siguen latentes e incluso van en aumento; el sentir 

popular frente a la actuación del Estado  cae en el total escepticismo  y 

descontento: Nadie cree en el Estado. Las políticas macroeconómicas y la 

bonanza que se experimenta no se ven reflejadas en los lugares más 

recónditos de nuestro país, lo cual conlleva a la ampliación de las brechas 

sociales y el surgimiento de conflictos en un escenario de enfrentamientos 

frente a los cuales el Estado permanece impávido.  

 

Tomando como punto de partida esta coyuntura, el segundo número de 

nuestra Revista PÓLEMOS  tiene como temática central la Crisis del 

Estado de Derecho , contando para ello con controversiales artículos que 

analizan el rol que juega el Estado frente a la crisis y debilitamiento del 

ordenamiento legal. 

 

Siendo así, esperamos que la presente publicación constituya una 

herramienta para el inicio de un debate en torno a los problemas que 

afectan la estabilidad de nuestro país y contribuya a su análisis. 
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LA OIT Y LOS GRANDES PROYECTOS DE INVERSIÓN EN  

 

Antonio Peña Jumpa 

Docente de la Facultad de Derecho de la PUCP 

 

raves daños por muerte de peces, animales y 

plantas, por destrucción o alteración de 

hábitats, por enfermedades y/o muerte de 

personas, así como por la paralización de actividades 

económicas agrícolas, pesqueras y ganaderas que 

afectan a pueblos o comunidades numerosas son el 

producto de la contaminación de ríos, bosques y valles 

ocasionados por actos humanos débilmente 

controlados por el Estado. ¿Qué hacer frente a tales 

situaciones que son identificadas como desastres 

ecológicos? Las líneas siguientes tratan de reflexionar 

algunas sugerencias desde el Derecho, aplicables a 

dos casos recientemente ocurridos en el Perú, pero 

también aplicable a casos futuros buscando prever sus 

efectos dañinos. 

LOS CASOS 

El pasado 19 de Junio del 2010 se denunció el derrame 

de 400 barriles de petróleo (5,000 litros 

aproximadamente) de una embarcación de la empresa 

de transportes Sanám contratada por la empresa 

petrolera argentina PLUSPETROL, en la región 

amazónica de Loreto. El hecho trajo consigo la 

contaminación de las aguas del río Marañón así como 

G 
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la afectación de la reserva Nacional Pacaya-Samiria 

(una de las más grandes del Perú), con la consecuente 

muerte de peces y plantas del lugar, y daños 

subsecuentes no previstos como enfermedades y/o 

muerte de personas y animales de comunidades 

amazónicas que se alimentan de dichas aguas y peces. 

Seis días después, el 25 de Junio del mismo año, 

ocurre otro desastre ecológico, esta vez en los Andes: 

colapsa la presa que contenía cientos de toneladas de 

desechos tóxicos de la empresa minera Caudalosa 

Chica, propiedad del grupo económico Raffo, los 

mismos que fueron a parar primero al rio Escalera, 

luego a los ríos Totoropampa y Opomayo, en la región 

de Huancavelica, y posteriormente hasta el río Cachi, 

en la región de Ayacucho. El hecho produjo, 

nuevamente, la contaminación de las aguas de los ríos 

citados con la consecuente muerte de peces y plantas 

del lugar, y enfermedades y posibles muertes de 

personas y animales de comunidades andinas cuyas 

actividades económicas agrícolas y ganaderas 

dependen de los ríos. 

¿Qué corresponde hacer frente a estos dos hechos que 

como otros muestran la difícil relación entre producción 

minera y petrolera con la vida y el medio ambiente de 

comunidades o pueblos amazónicos y andinos 

afectados? La pregunta es más compleja si se tiene en 

cuenta, de un lado, que las autoridades del Estado 

tienen una posición muy débil o parcializada al 

respecto, y, de otro lado, tenemos una economía 

nacional dependiente de la producción y exportación de 

los minerales y petróleo para financiar nuestro 

presupuesto. 

LA INTERVENCIÓN DEL DERECHO 

Desde el Derecho aplicable a los desastres, sugerimos 

las siguientes acciones: 

Primero, nunca olvidar la aplicación de un derecho de 

emergencia. Esto significa, dependiendo de la 

magnitud de los daños, declarar el Estado de 

Emergencia (la Constitución Política lo dispone bajo 

responsabilidad del presidente de la República) para 

movilizar a las autoridades políticas y a las fuerzas del 

orden, más allá de las acciones de seguridad previstas 

por la empresa involucrada, con el fin de abastecer de 

agua y recursos a las comunidades o pueblos 

afectados. Estas acciones deben coordinarse con la 

población damnificada organizada, dando prioridad a 

los ancianos, los niños y las mujeres. 

Segundo, hay que aplicar un derecho reparador o de 

indemnizaciones por los daños ocasionados. Las 

empresas involucradas como causantes deben 

garantizar un fondo de compensaciones que incluya el 

daño efectivo y el lucro cesante (reparación de 

pérdidas que se dejan de percibir) calculados por las 

autoridades del Estado en coordinación con los 

damnificados. El pago de daños a través del indicado 

fondo no libera de responsabilidad a las empresas 

involucradas por daños no estimados (daños futuros, 

daños a la persona y daños morales, por ejemplo), los 

que serían ventilados ante el Poder Judicial. Para esto 
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último, es indispensable que las autoridades del Poder 

Judicial dispongan de juzgados y tribunales ad hoc 

para procesar legalmente los posibles reclamos. 

Tercero, es fundamental promover un derecho 

sancionador a nivel administrativo y a nivel penal. De 

un lado, administrativamente son las autoridades del 

gobierno central en coordinación con las autoridades 

regionales las encargadas de aplicar eficientemente 

multas, suspensiones y/o clausuras a las empresas 

petroleras o mineras involucradas. Dentro de estas 

medidas puede exigirse la formación del fondo de 

compensaciones antes mencionado. De otro lado, 

penalmente son las autoridades del Ministerio Público y 

del Poder Judicial las competentes de identificar a las 

personas naturales responsables por comisión u 

omisión de la materialización de los delitos contra la 

seguridad pública, contra la salud pública, contra la 

ecología, contra la vida el cuerpo y la salud, y contra la 

administración pública. Los altos funcionarios públicos 

y de las empresas petroleras y mineras involucradas 

deben dar el ejemplo sometiéndose y facilitando la 

investigación. 

BUSCANDO UN FUTURO MEJOR 

Sin embargo, más allá de estos tres grupos de 

acciones que tienen pleno amparo constitucional y legal 

cabe preguntarse por el futuro de la relación entre 

comunidad o población damnificada con la empresa 

petrolera o minera. ¿Cabe continuar protegiendo o 

respaldando la explotación de los recursos petroleros o 

mineros con el riesgo o amenaza de daños humanos y 

ambientales como los citados? Obviamente que no. 

Hay que ponernos en el lugar de la persona 

damnificada. Resulta entonces urgente revisar los 

contratos de concesión minera o petrolera dentro del 

propósito de prevenir futuros desastres.  

Si las empresas privadas no aceptan esta revisión, las 

autoridades del Estado tienen la facultad constitucional, 

por seguridad humana (pública) y ecológica, de 

suspender dichas concesiones. Esto responde a una 

regla de negocios muy simple aceptada mundialmente: 

no cabe continuar con actividades riesgosas cuyos 

daños probados o probables son mayores a los 

beneficios que, al permitirlas, reciben la sociedad en su 

conjunto y el mismo Estado.  

Si las autoridades del Estado y los altos funcionarios de 

las empresas involucradas no cumplen su misión y 

funciones, cabe, por último, una vía constitucional y 

legal alternativa o complementaria. Las comunidades 

damnificadas a través de sus propias autoridades 

pueden asumir la resolución de los conflictos por daños 

ambientales que hubieren ocurrido en su territorio, tal 

como lo faculta el artículo 149º de la Constitución 

Política del Perú.  

. 
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CIÓN, CIUDADANÍA Y CONFLICTOS SOCIALES: APUNTES  

Juan Pablo Sánchez Montenegro 

Centro Peruano de Estudios Sociales  CEPES 

 

l presente artículo pretende realizar un 

análisis sobre la situación actual de los 

conflictos sociales en el país, como un 

fenómeno inserto en el proceso de modernización 

económica y política. De esta manera, se busca 

poner énfasis en que la causa de los conflictos 

sociales es de naturaleza política, y que su solución 

va más allá de un buen manejo del gasto público o 

alcanzar altos estándares de crecimiento económico. 

Muy por el contrario, el crecimiento económico 

acelerado lo agudiza aún más. 

MODERNIZACIÓN, CRECIMIENTO ECONÓMICO Y 

CONFLICTOS SOCIALES 

La tesis de que existe una correlación entre el 

crecimiento económico acelerado y la inestabilidad 

política, a través de la explosión de una ola de 

conflictos sociales, ha sido esbozada por numerosos 

autores como Guillermo O´Donnell1 y Samuel 

Huntington2.  

La modernización es un proceso que afecta no sólo a 

la economía, sino también a la política. Como tal, 

supone la emergencia de nuevas fuerzas sociales o 

                                                             
1 O´DONNELL, Guillermo. Modernización y Autoritarismo. Paidós. 

Buenos Aires, 1973. 

2 HUNTINGTON, Samuel. El orden político en las sociedades en 

cambio. Paidós. Buenos Aires, 1972.  

E 
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grupos de interés distintos a los de una sociedad 

tradicional tales como la familia, la Iglesia, las 

fuerzas armadas, etc. Estas nuevas fuerzas sociales, 

buscan nuevos espacios de participación en el 

sistema de político, lo cual, a su vez, generará 

inestabilidad durante las primeras fases del 

crecimiento económico. La capacidad del sistema 

político para absorber esas nuevas fuerzas sociales, 

así como las nuevas demandas que plantean 

dependerá en buena medida de la existencia de 

instituciones fuertes; de lo contrario, la inestabilidad 

podría volverse crónica, afectar la gobernabilidad del 

país  y aumentar la probabilidad de generar 

regímenes autoritarios. Esas instituciones son los 

partidos políticos.3 

Conflictos Sociales: Escenario Regional 

Según el último informe de la Defensoría del Pueblo, 

al 30 de junio del presente año se había reportado 

250 conflictos sociales, de los cuales 50.4% están 

relacionados con el medioambiente, 14.4% con 

asuntos de gobierno local, y 9.2% con asuntos 

laborales. Asimismo, el mismo informe destaca que 

los departamentos con mayor incidencia de conflictos 

sociales son: Ancash, Cajamarca, Cusco, Junín, 

Lima, Piura4; precisamente aquellos departamentos 

                                                             
3 Ídem. 

4 Ayacucho es otra de las regiones que pertenece a ese grupo; sin 

embargo, en este análisis sólo estamos incluyendo a las regiones 

cuyos gobiernos regionales son los que mayores 

recursos reciben como Presupuesto Institucional 

Modificado (PIM). Todos ellos presentan entre 11 a 

más conflictos sólo en el mes de junio. 

Sistema de Partidos: Fragmentación y Atomización 

Política  

La importancia de los partidos políticos radica en la 

estabilidad que le brinda a los sistemas políticos 

mediante la canalización de las demandas de las 

nuevas fuerzas sociales. Por ello, en un país se 

puede evaluar la fortaleza del sistema político, 

verificando el estatus de su sistema de partidos.  

En ese sentido, si analizamos cómo están 

configurados los sistemas de partidos al interior de 

estas seis regiones, podremos apreciar que éstas 

padecen de multipartidismo atomizado ; es decir, 

que en cada una de ellas, hay más de cinco partidos 

que compiten entre sí.5 Ello constituye una muestra 

de la distancia ideológica que hay entre los grupos.6 

Por ejemplo, en el caso de la región Ancash, cuyo 

presupuesto institucional modificado es el más alto 

de todas las regiones, su sistema partidario está 

conformado por trece grupos políticos; en 

                                                                                                    
más conflictivas cuyo presupuesto institucional de apertura son los 

más altos. 

5 Giovanni Sartori fija cifra máxima de cinco partidos para 

garantizar la estabilidad de un sistema político. 

6 SARTORI, Giovanni. Partidos y sistema de partidos. Pp. 336 y 

ss.  
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Cajamarca, se presentaron diez; en Cusco, ocho; y 

lo mismo ocurre en los demás casos. 

Asimismo, si revisamos los resultados electorales del 

año 2006, a nivel de gobiernos regionales es posible 

apreciar que en cada región, los votos válidos 

quedaron repartidos entre tres o cuatro partidos. En 

todos los casos, los llamados partidos nacionales 

son los grandes ausentes, y cuando aparecen, sólo 

el APRA lo consigue, y como tercera fuerza a nivel 

regional (con un 15%)7.  

 

 

 

 

 

 

 

El rol estratégico del APRA en los conflictos sociales 

En todas las regiones antes señaladas, el peso 

relativo electoral del APRA varía entre 17% y 20%. 

                                                             
7 Si bien Unión Por el Perú (UPP) es uno de los cinco partidos 

nacionales con representación en el Congreso de la República, a 

nivel regional, constituye un fenómeno muy localista, propio de la 

sierra sur peruana, y exclusivo de Cusco. De esta manera, no 

llega a tener una votación relevante ni en Puno, ni en Arequipa. 

En ese sentido, al ubicarse como la tercera fuerza 

electoral en la mayoría de ellas, le da un cierto 

margen de intervención en la política regional, ya sea 

como aliado del partido gobernante o como opositor. 

De esta manera, de alguna manera siempre tendrá 

que ser tomado en cuenta por la coalición 

gobernante al momento de tomar decisiones. Más 

aún, si tenemos en cuenta que es el partido a cargo 

del gobierno nacional, su ubicación en la política 

regional le permite desempeñar un rol de pivot  para 

establecer la relación entre el gobierno regional  y el  

 

 

 

 

 

 

 

gobierno central, la cual sea lo suficientemente 

flexible para conseguir que las demandas de aquél 

sean atendidas, en alguna medida, a cambio de 

lealtad política. 

 Con todo ello, la paz social estaría determinada por 

el punto de equilibrio conformado por las demandas 

y ofertas de los gobiernos regionales, y los propios 
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del gobierno central. Y, por el contrario, los conflictos 

sociales, se explicarían por la ausencia de tal 

equilibrio, que podría explicarse por dos razones: la 

formulación de alguna propuesta maximalista por 

parte de alguno de los actores, o la ocurrencia de un 

cambio en el contexto político-económico.  

Un ejemplo de ello lo constituye el conflicto minero 

en Piura protagonizado por comuneros de 

Huancabamba quienes se oponían a la realización 

de actividades mineras en la zona, en marzo del año 

pasado. En aquella oportunidad, los comuneros en 

alianza con el gobierno regional de Piura, 

demandaban al gobierno central que la empresa 

minera Río Blanco se retirase de lo que 

consideraban su territorio . En un inicio, parecía que 

el conflicto estaba siendo manejado con cierta 

solvencia por las autoridades; sin embargo, meses 

más tarde, sucesos de violencia contra la empresa, 

como la muerte del jefe del campamento minero 

llevaron a que el viceministro de Energía y Minas, 

reafirmara que dicha empresa no tenía ningún tipo 

de permiso para realizar actividades mineras en la 

zona, con lo cual las labores de exploración minera 

quedaron truncadas. 

SISTEMA DE PARTIDOS E INESTABILIDAD 

POLÍTICA 

Por todas estas razones, es posible admitir que hoy 

en día la principal causa de la inestabilidad política, y 

por ende de la proliferación de conflictos sociales 

durante los últimos siete años, es la baja 

institucionalidad del sistema político, particularmente 

la condición precaria de nuestro sistema de partidos, 

tal como lo hemos podido apreciar líneas arriba. La 

existencia de un sistema multipartidista atomizado  

debe ser leída como reflejo de la multiplicación de 

intereses de las diversas fuerzas sociales y de la 

fragmentación ideológica de las mismas.  

Esta fragmentación ideológica deja mucho que 

pensar de la capacidad para articular diferentes 

propuestas, por parte de los partidos políticos 

nacionales. Así también, esto está imbricado con otro 

factor: el acelerado proceso de deterioro del cual 

padecen aquellos; producto, en buena medida, de la 

crisis política por la que atravesó el país durante la 

década de 1980 y 1990.   

La simultaneidad con la cual se dio el fenómeno del 

terrorismo y la crisis económica determinó la debacle 

de los grandes partidos  o partidos nacionales . 

Ambos procesos sometieron a una dura prueba 

nuestro sistema político, a la cual no pudo sortear 

con éxito, y de la que aún no ha podido 

reconstituirse.    

La situación de precariedad política ha llegado a tal 

punto que, en las pasadas elecciones presidenciales 

del 2006, de las veinte agrupaciones políticas que se 

presentaron a la contienda electoral, sólo seis 
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pasaron la valla electoral , y de éstas, apenas tres 

tuvieron votación significativa superior al 20% de los 

votos válidos: Unión Por el Perú (UPP), APRA, y 

Unidad Nacional (UN). Sin embargo, cabe hacer una 

acotación: de estas tres fuerzas políticas, el APRA 

fue el único partido nacional que aún cuenta con un 

caudal electoral propio, mientras que el Partido 

Popular Cristiano (PPC) y UPP tuvieron que recurrir 

a alianzas con otros nuevos movimientos para formar 

las coaliciones UN y UPP, respectivamente. 

CONCLUSIONES 

Por lo tanto, es posible concluir que en el país 

existen dos dinámicas políticas bien diferenciadas: 

una a nivel nacional, en donde aún hay presencia de 

los grandes  partidos (o nacionales), y otra a nivel 

regional, en donde la ausencia o la escasa presencia 

de los partidos nacionales  es perceptible; aunque  

 

 

 

 

 

 

en ambas la fragmentación política es una constante. 

De otro lado, debido al proceso de descentralización 

y al crecimiento económico de las economías 

regionales, el nuevo escenario de los conflictos 

políticos son las regiones y sus respectivos 

gobiernos regionales, a diferencia de hace siete 

años, cuando las diversas demandas de los 

conflictos sociales eran dirigidas hacia el gobierno 

central.  

Finalmente, este panorama le exige a la Política un 

mayor esfuerzo para la rearticulación de las 

demandas sociales en la agenda nacional, mientras 

que al Derecho, la disposición para construir el 

camino para que la Política logre su cometido. Ese 

camino sólo puede ser ofrecido por una Reforma 

Electoral que garantice el voto facultativo y partidos 

fuertes. En una palabra, Democracia.  
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Eloy Espinosa Saldaña Barrera 

Profesor PUCP 

Fundador y Primer Coordinador General de Derecho & sociedad 

 

n esta época de grandes cambios, en la 

cual incluso el concepto Estado como 

espacio de institucionalización del ejercicio 

del poder político en una sociedad determinada es 

puesto en entredicho, uno de los aspectos más 

relevantes, y con implicancias que sin duda alguna 

trascienden a lo jurídico, es el vinculado a la 

transformación de lo que se entiende por una 

Constitución, su rol, sus alcances y las 

consecuencias que genera ello en materias como las 

de la comprensión de todo el ordenamiento jurídico 

vigente o la resolución de los más importantes 

problemas sociales, políticos o económicos en una 

sociedad determinada. 

Y es que a diferencia de lo que había sido la 

concepción europea continental vigente hasta antes 

del surgimiento del pensamiento kelseniano, la 

Constitución comienza, en la misma línea de lo que 

ya había ocurrido en los Estados Unidos de Norte 

E 

CONSTITUCIÓN, la Interpretación Constitucional  

y el Juez (a) Constitucional  

Los Riesgos de su actual Redimension amiento y 

Algunas Necesarias Previsiones al Respecto  
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América, a ser entendida como una norma jurídica.  

Norma jurídica con particularidades por su origen, su 

rol, contenido o el tipo de disposiciones que contiene, 

pero norma jurídica al fin y al cabo, con todo lo que 

ello involucra. 

Esta nueva comprensión de la Constitución llevará a 

su vez a un necesario redimensionamiento de cómo 

se asumen las labores de interpretación 

constitucional, y, muy ligado a ello, de cómo se 

entienden las tareas de un juez o jueza 

constitucional. Y es que la interpretación de la 

Constitución ya no se agotará en buscar el 

cumplimiento de su texto, sino que implicará 

apuntalar los conceptos o consensos que existían o 

se han generado tras él (o se asume que están allí 

en un momento histórico y social determinado).  Se 

hablará entonces que la labor de los (las) jueces 

(juezas) incluso involucraría hoy la responsabilidad 

de desarrollar una tarea de gestión institucional que 

tendrá como base el texto constitucional (a text-

based institutional practice)1. 8 

Este fenómeno, el cual además se da dentro de un 

escenario donde, en la línea de lo sostenido por 

                                                             
1 Una buena síntesis de lo debatido al respecto, así como de las 

posiciones existentes sobre el particular la encontramos en 

AHUMADA, Marian  La Jurisdicción Constitucional en Europa. 

Madrid, Thomson  Cívitas, 2005, especialmente p 200 y ss. 

Favoreu2,9se produce más bien un control de 

microconstitucionalidad  (se ha pasado de una 

evaluación en abstracto de la constitucionalidad de 

una norma a una evaluación de la constitucionalidad 

de la aplicación de esa norma a casos concretos), 

genera una serie de importantes consecuencias. 

Entre ellas sin duda destacan la de entender a la 

interpretación constitucional en una lógica de 

constitucionalización del Derecho , en cualquiera de 

sus tres manifestaciones3,10la cual, además, se 

encuentra íntimamente relacionada con una 

búsqueda de constitucionalización de la política , y 

la completa derrota, por su insuficiencia, de la figura 

de un (a) juez (a) constitucional circunscrito al rol de 

un mero legislador (a) negativo (a). 

En este escenario, en donde la Constitución, gracias 

a los efectos directos de la constitucionalización del 

Derecho, incide en la configuración de las 

instituciones estatales (constitucionalización 

juridicización), en la conformación del sistema de 

fuentes o de producción de normas 

(constitucionalización elevación) o en la comprensión 

de las diversas ramas del Derecho y sus distintas 

                                                             
2  Ver al respecto FAVOREU, Louis  Constitucional Review. 

Columbia University Press, 1990, p.54 

3 En ese sentido conviene revisar FAVOREU, Louis  La 

Constitucionalización del Derecho  En Revista de Derecho. 

Volumen XII, número 1. Valdivia, agosto 2001, p-31-43 (La versión 

original está incluida en Misceláneas en homenaje a Roland 

Drago: La Unidad del Derecho . París, Económica, 1996). 
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instituciones (constitucionalización transformación); y 

donde además, se apuesta por desaparecer (o por lo 

menos mediatizar) las denominadas cuestiones 

políticas no justiciables , ya sea por materias de 

contenido, de procedimiento o vinculada a ambos 

planos4,11el (la) juez (jueza) constitucional no es 

meramente un (a) legislador (a) negativo(a), que se 

limita a constatar, casi a modo de fedatario, si se ha 

respetado lo previsto en el texto constitucional. Hoy 

el (la) juez (a) constitucional es más bien, en muchos 

casos, un legislador (a) complementario (a), un 

orientador (a) del accionar del legislador (a), de los 

demás funcionarios (as) públicos (as), y de la 

ciudadanía en general bajo parámetros 

constitucionales. Es más, hay quienes incluso 

señalan que estos jueces y juezas pueden ir más 

allá, convirtiéndose, en la línea de lo señalado en 

alguna sentencia del Tribunal Constitucional 

peruano5,12en una suerte de Poder Constituyente 

constituido , el cual, añadirían otros, no contaría con 

                                                             
4 Y en cualquiera de estos escenarios, pudiendo recurrirse a 

formas de control de la discrecionalidad administrativa cuyo uso 

está completamente difundido en el Derecho Comparado, como 

son las vinculadas, por solamente mencionar las más 

habitualmente empleadas, al control en función al análisis de 

conceptos jurídicos indeterminados, al control en mérito a los 

elementos reglados del acto, al control en base a hechos 

considerados determinantes, al control en relación al respeto y 

cumplimiento de los principios generales del Derecho o al control 

destinado a preservar la finalidad buscada por la Administración. 

5 Eso es lo que expresamente señaló el Tribunal Constitucional 

peruano en el último párrafo del fundamento 1 a) de su sentencia 

2409-2002-AA/TC (caso Diodoro Antonio Gonzáles Ríos ) 

mayores limitaciones en su accionar que las de su 

auto limitación.  

Y es que precisamente hoy uno de los temas más 

polémicos dentro del constitucionalismo 

contemporáneo es el de si, reconociéndose la 

creciente relevancia de la labor de jueces y juezas 

constitucionales y la progresiva ampliación de sus 

márgenes de acción, cabe establecer límites al 

quehacer de estos juzgadores (as); y de ser posible 

fijar ciertas limitaciones, si podrían determinarse los 

alcances y contenido de dichos límites. 

Mirando el accionar del Tribunal Constitucional 

peruano en los últimos tiempos, bien podemos 

apreciar como quienes lo han integrado han 

conseguido un importante posicionamiento de dicha 

entidad en la vida política, económica y social de 

nuestro país, posicionamiento que, con evidentes 

errores y aciertos, parece proyectar la imagen de 

que, invocando la tutela de la Constitución y los 

valores que ella encierra, puede seguirse avanzando 

en tareas de interpretación  vinculante y control , 

tareas en las cuales la única restricción factible sería 

la de la autolimitación de jueces y juezas 

constitucionales. Esto, y muy a despecho de la 

buena voluntad de sus promotores, como veremos 

de inmediato, no dejará de generar otro tipo de 

problemas y dificultades.  
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En esa línea de pensamiento asoma, por citar unos 

casos, un por lo menos distorsionado de su supuesta 

autonomía procesal constitucional  , el cual le ha 

permitido habilitar el uso de ciertos procesos 

constitucionales para atender pretensiones distintas 

a aquellas para los cuales fueron previstas (lo 

ocurrido con los procesos competenciales a partir del 

caso Ministerio de Comercio Exterior y Turismo 

versus Poder Judicial ), incluso en contra de un texto 

expreso de la Constitución, precepto constitucional  

que en este caso no admitía una interpretación en un 

sentido distinto que la literal (la admisión del 

denominado recurso de agravio a favor del 

precedente  en Dirección Regional de Pesquería de 

La Libertad ). 

En este tenor parecen ir también algunas decisiones 

del Tribunal Constitucional peruano en las cuales 

bien puede hablarse de su intromisión en 

competencias que en puridad corresponden a otras 

entidades. Ello es lo que sucede, por ejemplo, 

cuando excluye a un imputado de un proceso en 

trámite (caso Walter Chacón Málaga ) y antes, 

cuando deja de lado la calificación de una conducta 

como un delito (caso Luis Bedoya De Vivanco ). Allí, 

e independientemente de las buenas intenciones  

que hayan motivado dichos pronunciamientos, existe 

una interferencia en aquellas que en rigor son 

competencias del Poder Judicial o judicatura 

ordinaria. 

En síntesis, asumir que en defensa de la 

Constitución y el constitucionalismo puede actuarse 

sin control es justamente negar uno de los aspectos 

centrales dentro de un Estado Constitucional: la 

limitación del poder y la supremacía de lo previsto en 

la Constitución como instrumentos vitales  y que no 

pueden ser desconocidos o soslayados  para 

alcanzar el fin último buscado, el del reconocimiento 

y tutela de los Derechos Fundamentales. Si una 

entidad con poder no tiene limitaciones en su 

accionar, tarde o temprano correremos el riesgo de 

que se considere factible hacerse posible con 

nuestros derechos. 

Por ello estamos entre quienes sí admiten límites en 

el ejercicio de las competencias propias de un 

Tribunal Constitucional, límites marcados ya sea por 

la complejidad de las controversias que deben 

resolver (ante las cuales, si existe, suele ser muy 

discutible acreditar la existencia de respuestas 

correctas , siendo más pertinente reconocer la 

posibilidad de encontrarse ante casos difíciles  y 

hasta trágicos6)13la condición de autoridad de sus 

integrantes (circunscritos por lo mismo al respeto de 

pautas de razonabilidad, racionalidad o corrección 

funcional), la naturaleza jurisdiccional de sus tareas 

                                                             
6 En este sentido ATIENZA, Manuel  Los límites de la 

Interpretación Constitucional: de nuevo sobre los casos trágicos . 

En: Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad 

Autónoma de Madrid  No. 1, Madrid, 1997, p.245-266. 
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(las cuales le alejan de juicios de calidad u 

oportunidad, y a la vez, le demandan una siquiera 

mínima congruencia procesal)7. Perder de vista estos 

límites implicará entonces siempre debilitar el Estado 

Constitucional al cual se dice querer proteger, con 

todo lo lamentable que aquello involucra, salvo mejor 

parecer. 

 

 

 

 

 

 

 

 

7 A lo expuesto habría también que añadir otras cautelas, como la 

de que lo resuelto por el Tribunal Constitucional no debe perder 

conexión con el texto que justamente busca interpretar; la 

imposibilidad de crear valores que no se desprenden de ese texto; 

o la necesidad de motivar sus pronunciamientos. Se recomienda 

revisar en ese sentido DIAZ REVORIO, Francisco Javier - Valores 

Superiores e Interpretación Constitucional  Madrid, CEPC, 1997, 

p. 364 y ss. 
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 a paz no es un fin en sí mismo. Quien haya 

dicho que no se puede obtener paz ni ser feliz 

mientras no se esté viviendo, estaría en 

contra de Aristóteles. Efectivamente, se puede mirar 

hacia atrás y contemplar con añoranza pasados 

remotos en el crisol de la civilización occidental, la 

Grecia clásica y reclamar para su propio mundo la 

civilizada e idílica paz reinante, experimentada como 

un mecenazgo intelectual y cultural. Sin embargo, si 

la paz es posible en el mundo clásico fue a costa de 

la libertad. Habría que recordar que esta tranquilidad 

y disfrute era solo aprovechada por una minoría y si 

la oposición no era posible, fue porque en esta época 

no existía el individuo. El Estado no era 

comprendido, como lo es ahora, como el producto de 

la asociación y elección individual; sino más bien 

como un macro sujeto, una visión organicista que se 

desenvuelve asignando identidad entre sus 

miembros componentes. La identidad individual no 

dependía del sujeto, sino que distaba de la 

estimación de las opiniones personales y eran 

depositadas en la confianza de una entidad 

metafísica. En un Estado jerárquico, organicista y 

L 
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